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Introducción 

La historiografía hondureña cuenta con escasas investigaciones sobre la evolución de la propiedad de la tierra, la economía agraria y la política liberal. 
José Guevara Escudero, en su tesis de Doctorado, describe un fenómeno de titulación de la tierra en manos privadas que se dio durante el siglo XIX, paralelo y sin aparentes contradicciones con la adjudicación de ejidos a los municipios. El empuje de la agricultura comercial, a partir de 1850, aceleró la titulación de tierras “nacionales”, de las que un 58% del total titulado hasta 1900 fue a parar a manos de particulares y un 40% a los municipios bajo la forma de ejidos
. 

Ethel García, en un breve estudio de la propiedad en el siglo XIX, señaló un incremento notable de los títulos otorgados por el Estado a particulares y municipalidades para el mismo período analizado por Guevara-Escudero, con el añadido que registró los mayores picos en las décadas de 1860 y 1880
. Esta última década atestigua el apogeo de la Reforma Liberal iniciada en 1876. La mayor parte de esa titulación se dio en los departamentos del Occidente hondureño: Gracias y Santa Bárbara, donde se concentraba la agricultura considerada de “subsistencia” o “tradicional”.

El estudio de Robert Williams, State and Social Evolution, sobre el cultivo del café en Centroamérica, es otro trabajo que ofrece datos de las formas de propiedad de la tierra en Honduras durante el período que va de la Reforma Liberal a las primeras décadas del siglo XX. Su conclusión es que en la producción de este cultivo de interés comercial, la propiedad ejidal tuvo una participación significativa. Además, el Estado hondureño no atacó los derechos de propiedad comunales y pareció animar a valerse de las relaciones de propiedad existentes para impulsar la producción de café. A su juicio, la legislación hondureña, emitida a finales del XIX, no representó una ruptura importante con respecto a lo que el Estado venía haciendo desde 1836: titulando tierras nacionales a favor de particulares a la vez que no se dejaba de conceder tierras en régimen ejidal a las municipalidades
. 

Antes de pasar a describir los resultados parciales de esta investigación, es importante destacar que el tema de la propiedad de la tierra ha sido uno de los ejes centrales de los debates más generales sobre la transición al capitalismo y la modernidad. Analizando modelos clásicos de la industrialización en Europa, que se remontan a los postulados de Carl Marx, Max Weber, Karl Kautsky y Lenin, hasta llegar a posturas más recientes de la sociología histórica de Barrington Moore Jr., Edelberto Torres Rivas y James Mahoney, la historiografía centroamericana registra muchos aportes que intentan desentrañar las trayectorias históricas en términos comparativos de la propiedad rural y su papel en la modernización centroamericana
. La tesis del Path Dependence, del sociólogo estadounidense James Mahoney, siguiendo una dinámica de “retornos crecientes” y de la contingencia, concede especial importancia a decisiones de los actores políticos durante las denominadas coyunturas críticas, momentos de indeterminación social, que acaban creando patrones institucionales difíciles de modificar
. Los países centroamericanos atravesaron coyunturas críticas durante el período de reformas liberales del último tercio del siglo XIX. De todos los factores que analiza Mahoney para diferenciar los liberalismos moderados de los liberalismos radicales (aparato militar institucionalizado para ejercer coerción sobre mano de obra rural y política pública que privilegia la gran propiedad agrícola-ganadera, presente en el liberalismo radical y ausente en el moderado), el que interesa en el marco de este texto son las decisiones políticas que aceleraron o ralentizaron la privatización de la tierra. Los regímenes liberales radicales (Guatemala, El Salvador, Nicaragua) habrían tomado iniciativas para una acelerada privatización en contraposición a los regímenes liberales moderados (Honduras y Costa Rica)
. Esta clasificación tiene ecos de las anteriores tesis de las vías de la modernización: fascista, revolución burguesa y revolución campesina (o revolución desde abajo), descritas en las obras influenciadas por el marxismo clásico, la teoría de la Dependencia y la sociología histórica norteamericana
. 
La presente investigación consideró la región Occidente de Honduras que abarca los actuales departamentos de Santa Bárbara, La Paz, Intibucá, Ocotepeque, Copán y Lempira.  Esta región se ha considerado la de mayor vocación agrícola desde el período colonial, con una importante población de raíz indígena dedicada a las labores agrícolas. He llevado el período de estudio desde 1876, inicio de la Reforma Liberal de Marco Aurelio Soto, hasta 1949, al final de la dictadura de Tiburcio Carías (1933-1949), para dotar de una mayor perspectiva temporal el análisis de la coyuntura crítica propuesta para el período de la Reforma Liberal del XIX (1876-1899). 
Algunos datos recabados en memorias oficiales del Estado hondureño, legislación y censos agrarios, parecen revelar que esta coyuntura crítica y el concepto de liberalismo moderado presentan dificultades para explicar el papel del Estado hondureño en la paulatina privatización de la propiedad de la tierra que experimentó el Occidente hondureño. 
Tenencia de la tierra (1876-1949)

Las primeras cifras globales corresponden al Primer Censo Agropecuario elaborado tardíamente en 1952
. 
Previo a este documento, la Memoria de la Secretaría de Fomento, Obras Públicas y Agricultura correspondiente al año 1914-1915, ofreció también abundantes datos sobre las explotaciones agrícolas de los departamentos del país. Sin embargo, este documento parece tener un sesgo al registrar las fincas que se orientaban principalmente al cultivo de productos comercializables (café, cacao, caña de azúcar, bananos, añil, henequén, hule) y también fincas que poseían una especialización ganadera particular con el cultivo de pastos.  De ahí que las cifras de esta Memoria no informen en lo absoluto de explotaciones agrícolas con cultivos de maíz y frijoles y los regímenes de propiedad a los podían estar asociados. Es de esperar, por tanto, que muchas unidades productivas hayan sido dejadas por fuera de la estadística
. Pese a ello, permite entender la importancia que tenía el régimen ejidal en la mayor parte de la región Occidente durante las primeras décadas del siglo XX (Ver Cuadro No. 1). 
Para 1915 las fincas que producían esos productos comercializables utilizaban una altísima proporción de tierras ejidales en los departamentos de Intibucá (92 %), La Paz (91%) y Gracias (84%). Por el contrario, el régimen ejidal tenía una participación menor en las fincas de Ocotepeque (6.6%). En Santa Bárbara, los agricultores comerciales empleaban una importante proporción de tierras ejidales (60%) y los agricultores de Copán parecían producir en tierras ejidales y privadas en similares proporciones (42.5% y 47.5%, respectivamente).
Es posible identificar algunos cambios nada desdeñables a partir de 1915, es decir posterior a estas primeras cifras y a los marcos temporales en que nos dejan los estudios de José Guevara-Escudero, Ethel García y Robert Williams
 (Ver Cuadro 2).
Para 1952 los departamentos de Copán, Santa Bárbara y Ocotepeque mantenían únicamente una tercera parte de sus explotaciones agrícolas en régimen ejidal. 
 En Santa Bárbara llama la atención que en el transcurso de 37 años se haya dado una inversión en la proporción de los tipos de régimen de propiedad de las explotaciones agrícolas. El área de ejidos dedicada a la agricultura se redujo considerablemente. Otros, como Lempira e Intibucá, mostraban una distribución a partes casi iguales de tierra privada y ejidal, con una ligera preponderancia de esta última y con algunos porcentajes de tierra arrendada a cambio de pagos en metálico. Pero esto no quiere decir que en esos departamentos la situación de la propiedad haya sido inmutable. En 1915 ambas jurisdicciones tenían porcentajes de alrededor del 90% de fincas con tierras ejidales dedicadas al cultivo de productos agrícolas de exportación. Para 1952, el régimen ejidal apenas participaba en la mitad del total de explotaciones agrícolas. 

El único departamento que pareció mantener sin grandes cambios sus regímenes de propiedad fue La Paz, donde el 77% de las explotaciones agrícolas en 1952 estaban en tierras ejidales y las privadas apenas representaban el 19%. Sin embargo, en La Paz también se produjo para 1952 una reducción de la propiedad ejidal en las explotaciones agrícolas de 14 puntos en relación con las cifras de 1914-1915. 

 Otras modalidades como el colonato y la aparcería eran minoritarias en todos los departamentos
. 
Por otra parte, desde finales del siglo XIX fue evidente un proceso de concentración de la propiedad en estos departamentos donde había un retroceso notable del régimen ejidal
.

En una mirada de conjunto de toda la región Occidente, la considerada de mayor tradición agrícola en Honduras, los ejidos representaban todavía en 1952 el 45% de las explotaciones agrícolas. La propiedad privada apenas superaba al régimen de ejidos con un 47% de las explotaciones. De 1915 a 1952 el régimen de ejidos pasó de representar un 53.5% de las explotaciones a un 45.6%. Una disminución de solo un 8%.  Las propiedades agrícolas privadas pasaron en el mismo período de un 46.5% a un 47.6%, un aumento poco significativo del 1.1%. 

Visto así, pareciera que la tesis de James Mahoney de un liberalismo moderado, que no promueve desde las instancias estatales una privatización acelerada o agresiva de la propiedad comunal, se confirma. 
Sin embargo, la disparidad interna en esta región, donde en 1952 hay un departamento con un 77% de explotaciones agrícolas bajo la forma de ejidos y otro departamento con apenas un 23%, motiva a seguir indagando. De la misma forma, la poca fiabilidad del censo de 1914-1915 que probablemente subestimó la proporción inicial de tierras ejidales en algunos departamentos; la reducción drástica de ejidos, aparejada al aumento de la propiedad privada en ciertos departamentos como Intibucá y Gracias/Lempira, de 1915 a 1952, hace pensar que el liberalismo “moderado” y las trayectorias hacia la modernidad no fueron tan unidimensionales como podría indicar una perspectiva macro. 
A continuación presento un resumen de la legislación emitida en el período. Aquí espero demostrar elementos desde los cuales una investigación más detallada podría contribuir a entender la relación de las políticas liberales con la propiedad de la tierra.

 Legislación Agraria fundamental del período 1876-1949
La principal legislación durante el período que reguló la actividad agrícola de Honduras y, por ende, los usos y derechos de propiedad de la tierra, son las leyes agrarias de los años 1895, 1898, 1924 y 1936. Hubo, por supuesto, reformas menores en el intervalo que separa la promulgación de una y otra, que no serán analizadas en toda su amplitud por la brevedad de la ponencia.  

A ellas se unieron algunos decretos muy importantes, como el de 1877, el cual estableció sobre aquellos ejidos solicitados por “agricultores”,
 dispuestos a cultivar productos de fácil exportación (café, cacao, jiquilite y caña de azúcar) lo siguiente: “las municipalidades tendrán la precisa obligación de vender por su justo precio los referidos terrenos a los agricultores, o de dárselos en censo, si es que no optaren por verificar la venta”
. 

El decreto de 1877 en uno de sus considerandos indicaba que “el comercio mientras carezca de productos agrícolas destinados a la exportación permanecerá estacionario y la más veces, en estado de verdadera decadencia”
. Su artículo primero otorgaba gratuitamente títulos de propiedad de terrenos nacionales que fueran solicitados por los “empresarios de la industria” que pensaran producir cultivos de exportación.  Los beneficios eran extensivos tanto a hondureños como a extranjeros (artículo 18). Por si fuera poco, el decreto establecía también un sistema de registro de cada individuo de los pueblos que fueran aptos para el trabajo de jornaleros. Alcaldes auxiliares, Gobernadores y Jueces de Paz eran los responsables de controlar esta mano de obra rural y su empleo en las empresas agrícolas (artículo 13). Una medida que recuerda a las formas coercitivas de controlar la mano de obra del liberalismo radical. 
Otra legislación es el Reglamento de Tierras de 15 de mayo de 1888 que fue enfático en señalar que los ejidos eran “para el uso común de sus habitantes y sobre los cuales únicamente se adquiere el dominio útil”
. 

La Ley agraria de 1895, promulgada después del triunfo de la sublevación liberal de Policarpo Bonilla, profundizó la liberalización de la tierra y el control de la mano de obra expuesta en el decreto de 1877 para favorecer los cultivos comerciales. Las municipalidades quedaban obligadas a arrendar los ejidos a particulares que cultivasen café, cacao, hule, jiquilite, algodón, caña de azúcar, henequén y plátanos
. Esta ley también especificó algunos controles más específicos para la mano de obra a través de las boletas de identificación para mayordomos y jornaleros (Artículo 31) y llegó a mencionar el compromiso de las autoridades militares para proteger a los empresarios agrícolas (artículo 34)
. 
La siguiente ley de 1898 recuperó parte de los principios privatizadores del decreto de 1877, pero por otra vía. En lugar de establecer una especie de mandato de la autoridad central para que las municipalidades facilitaran sus ejidos a la agricultura comercial, jugó con las potestades que estos órganos de poder local y así abrir paso a la enajenación y la creación de un mercado liberal de tierras. 

La ley de 1898 contiene elementos aparentemente contradictorios. En su artículo 4 estableció que “Cuando un pueblo que tenga Municipalidad se halle ubicado en terreno particular, será expropiable dicho terreno en la extensión de dos kilómetros cuadrados”
. Una medida abiertamente favorable a la creación de municipalidades y al otorgamiento de ejidos a costa de terrenos privados.

El artículo 1, además, indicaba que “en los terrenos que se conceden a los pueblos y aldeas para ejidos, el Estado conservará el dominio directo”, con lo que aparentemente prohibía a las municipalidades enajenarlos.

Sin embargo, el artículo 10 colocaba al ejido en una situación distinta, sujeto a las transacciones de un mercado de tierras, al transferir a las asambleas municipales de vecinos el derecho a la enajenación: 

“Se concede a los vecinos de los pueblos y aldeas el derecho de comprar la propiedad del terreno ejidal o del pueblo que, mediante concesión de la Municipalidad o del Alcalde Auxiliar, ocupen con sus casas y labranzas. La proposición se hará por escrito a la Municipalidad o Alcalde auxiliar que administre el terreno que se quiere comprar [….] se venderá al interesado por el precio que fijen dos peritos […] sin lugar a puja. En representación de la Municipalidad, el Síndico otorgará el correspondiente título ante un Notario Público o Juez Cartulario; y contendrá sustancialmente el área y los límites de la tierra […]”
. 

La ley no señala ninguna condición para que el comprador a su vez vendiera la tierra titulada. El dominio directo sobre los ejidos, que el artículo 1 establecía era potestad del Estado, de alguna forma era transferido con el artículo 10, al disponer que pudiesen ser vendidos en régimen de dominio pleno a los vecinos. 

Décadas después, un observador como Joaquín Burgos, quien se atribuía una larga experiencia de trabajo en el campo, señalaba que la Ley de Agricultura de 1898 tenía “el mismo espíritu que inspiró la ley de Soto de 1877, en cuanto a privilegios otorgados a los agricultores, solo que conforme a esta segunda ley los terrenos concedidos en dominio útil podían obtenerse en dominio directo al estar cultivado, por lo menos la mitad, pagándolos al Estado al precio legal”
.
Esta legislación de 1898 contiene otros artículos que siguen esa tendencia liberalizadora de la propiedad de la tierra.
Los artículos 84 y 85 refieren a un tipo de propiedad u organización espacial de la comunidad campesina que no es usualmente mencionada en las legislaciones liberales del período en cuestión: los comunes. Hasta ahora no he encontrado una explicación en las leyes hondureñas que permita tener una noción clara de lo que eran los “comunes” y su relación con los ejidos en la legislación liberal
. Las leyes del siglo XIX, por lo general, dividían la propiedad de la tierra en tres tipos: nacionales, ejidales y privadas. Incluso la ley de 1898, aunque menciona los comunes en sus últimos artículos, los ignora al referir la tipología de terrenos. Y por el tratamiento que reciben en los dos únicos artículos casi finales, es evidente que los regían normas o usos distintos al de los ejidos. El referido artículo 84 indicaba que “cuando un común haya pasado a ser aldea o pueblo, será representado, en todo lo que se refiere a sus terrenos, por el respectivo Alcalde Auxiliar o Síndico Municipal”. Aquellos comunes que no alcanzaran esta condición de “aldea” o “pueblo”, debían nombrar un representante de comuneros ante la municipalidad, en un proceso eleccionario organizado y supervisado por el Alcalde y el Síndico. Si los comuneros no elegían el representante para enero de cada año, las funciones las asumía el Síndico
. 
El siguiente artículo, número 85, obligaba a los comuneros a dividir la tierra entre los miembros del común
. De esta forma, la tierra de los comunes pasaba a ser ejidal, a estar sujeta a la potestad directa de la municipalidad que podía venderla al vecino que decidiera ocuparlas, sin que el comunero que antes la explotara pudiera alegar ante la justicia derecho alguno de uso o posesión.  

La ley de 1898, considerando estos artículos, buscaba terminar con el remanente de tierras comunales y para ello se valía de la figura del ejido. 
Algunos indicios permiten sospechar que los comunes eran un régimen de propiedad de alguna importancia en el Occidente. Un informe publicado en 1912 en el Boletín de la Secretaría de Fomento, Obras Públicas y Agricultura exponía que el departamento de Ocotepeque tenía 51,913 manzanas de terrenos ejidales y 27,453 manzanas de terrenos comunales
. Esto significaría que los comunes representaban en ese departamento una proporción de más de la mitad del total de ejidos. En el departamento de Intibucá, con una importante población indígena, en cambio, parece ser que los comunes constituían una menor proporción. El Gobernador informó ese año de 1912 que existían 4,235 caballerías de terrenos ejidales y 748 de comunales. ¿Significa que los comunes eran una forma de propiedad que no se correlaciona con la población indígena? Sospecho que todo lo contrario. El bajo número de comunes registrados en Intibucá quizás se deba a que en ese departamento los indígenas empleaban estrategias para ocultar las formas de tenencia de la tierra. El mismo Gobernador del departamento de Intibucá exponía su suspicacia sobre la estadística que presentaba en su informe: “Creo que el anterior dato carece de exactitud, porque nuestros terrenos son bastante extensos y deben alcanzar alguna cifra considerable de caballerías en todo el departamento, inclusive mucha parte realenga que tratan de ocultar los indígenas”
.  

Por Decreto No. 191 del 11 de marzo de 1899, apenas un año después de la emisión de la Ley Agraria de 1898, fue derogado el artículo 85 que obligaba a los comuneros a dividir sus terrenos y nombrar un representante, so pena de perder los derechos a las tierras comunales y verlas convertidas en ejidos del municipio.  Las razones que los legisladores adujeron fueron dos: ya existía un procedimiento para la división de terrenos comunes en el Código Civil, Título XXXIV, párrafo III
; y el plazo brindado a los comuneros para verificar el proceso de división de las parcelas entre los comuneros y la elección de representantes era muy corto
. No obstante, el decreto de 1899 no reformó el artículo 84 que, de una u otra forma, obligaba a los comunes a ser integrados en los cuerpos de gobierno municipal.
La siguiente ley agraria promulgada en el periodo, la del año de 1924, mantuvo también en su artículo 8 que “en los ejidos, el Estado conservará el dominio directo”
. Dispuso, además, en su artículo 29 que las “tierras comunales” solo podrían afectarse en caso de “utilidad pública”, sin hacer mención si con “tierras comunales” se refería a ejidos o comunes
. El artículo 32 mantuvo el “derecho de comprar” terrenos ejidales asignado a los vecinos, por lo que dio continuidad a la enajenación mediante este mecanismo de titulación municipal, definido originalmente en 1898. Sin embargo, tenía un añadido con una sustancial diferencia: limitaba a las municipalidades a un máximo de 10 hectáreas por vecino la venta de ejidos en la “parte rural”
.  
También incluyó un capítulo de “Zonas Reservadas”, en las que se prohibía “la enajenación del dominio pleno, excepto para lotes de familia”. Los ejidos de pueblos y aldeas estaban incluidos en esta categoría, por lo que, en teoría, podían ser concedidos en dominio pleno si era con el fin de otorgar lotes familiares
. Esta era una medida diseñada para poblar territorios considerados deshabitados. Hombres casados con o sin descendencia legítima, viudos o viudas, solteras y solteros con hijos o menores a cargo, podían solicitar lotes familiares
.

El Código de Procedimientos Agrarios, emitido en 1926, brindó protección a los ejidos para que no fueran objeto de esta política de concesión de lotes familiares cuando en su título II, “lotes de familia”, artículo 19 estableció: “No podrán destinarse para campos de lotificación terrenos ejidales  ni aquellos en que existan ruinas de antiguas poblaciones”
.  Esto venía a blindar el régimen ejidal, hecho que no es tan claro en la Ley de 1924 pues incluyó este tipo de régimen en las “zonas reservadas” que podían ser enajenadas para efectos de otorgar los referidos lotes familiares. 

La dictadura de Tiburcio Carías Andino (1933-1949) emitió la Constitución Política de 1936 que en su artículo 155 sancionó que los ejidos podían ser enajenados para fines de otorgar lotes de familia, recuperando el espíritu de la Ley Agraria de 1924
. Ese mismo año también emitió la Ley Agraria que eliminó las “zonas reservadas” en las que se incluía a los ejidos. Como las anteriores legislaciones, mediante su artículo 26, aseguró la compra a la municipalidad de ejidos por parte de los vecinos. Un elemento novedoso fue que impuso un límite a la concesión o dominio útil de los ejidos que otorgaban las municipalidades. Su artículo 23 señaló que no podía concederse a un mismo vecino más de 25 hectáreas
. En términos generales, esta ley no supuso grandes cambios en relación con las legislaciones de 1898 y 1924 en las facultades otorgadas a los gobiernos municipales para vender ejidos. 
La administración de Carías también modificó el Código de Procedimientos Agrarios de 1926. En esencia, la reforma de esta ley otorgaba al Gobernador Político del Departamento la potestad de definir las áreas destinadas a lotes de familia en los municipios, facultad que hasta entonces tenía el Ministerio de Agricultura. Concedía, además, un rol más relevante a las municipalidades en las concesiones una vez que las áreas eran definidas por el Gobernador
. 
En síntesis, la administración de Carías reafirmó la lotificación privada del régimen ejidal y profundizó las tendencias descentralizadoras que la adquisición de tierras venía mostrando desde finales del siglo XIX a través de las compras de ejidos a las corporaciones municipales. 
Ejido, campesinos y élites liberales 
Los desacuerdos que generó la figura del ejido y su relación con un mercado de tierras son más fáciles de documentar en el pensamiento liberal de la segunda mitad del siglo XIX. 
A veces la concesión de este tipo de propiedad era vista como una forma de apoyar a las municipalidades, “corporaciones de origen esencialmente popular”, en palabras del Ministro de Gobernación de 1881
. Al proveer de tierras a estas circunscripciones administrativas se pensaba que fomentaban la riqueza agrícola del país y el “patrimonio” de los pueblos.

Pese a esto, en algún momento se fue consolidando la preferencia por un modelo de propiedad distinto. Marco Aurelio Soto (1846-1908), el presidente del primer gobierno de la Reforma Liberal, envió en 1906 una carta a Rómulo E. Durón, un importante jurista e historiador hondureño, en la que señaló una serie de juicios contundentes contra la propiedad ejidal y a favor de la propiedad privada: 

“Creo que en nuestro país se han limitado o abolido, por la ley, los ejidos. No estoy impuesto de la nueva legislación sobre el particular. Cuando fui Presidente de esa República procuré convertir la propiedad comunal en privada, por medio de la Ley de Agricultura. Siempre he opinado que la propiedad en común es estéril, infecunda, inútil y hasta nociva. Esta es la opinión de la ciencia, probada y comprobada en todos los países del mundo ¿Quiénes se aprovechan de las tierras ejidales? Los principales de los pueblos nada más. Los pobres no gozan de ella, y sí pagan los impuestos y soportan más que todos, las cargas municipales ¿Esto es igualdad republicana? […] Una vez que estén abolidos los ejidos, es necesario sustituir la propiedad comunal, condenada por la ciencia y la experiencia, por la propiedad particular, más productiva, siempre dando a cada padre de familia la tierra necesaria, para que constituya su hogar, “home”, “home sweet home” como dicen los ingleses […]”
.

No deja de llamar la atención que mucho de lo escrito fue casi trasladado a la legislación de 1924 que por primera vez reguló la concesión de lotes de familia. 
Las ideas radicales de Soto en el sentido de extinguir los ejidos y tierras comunales tuvieron sus continuadores. Es lo que se comprueba al leer el siguiente extracto de la memoria del Ministerio de Fomento de 1911: 

“considero de importancia capital […] que reforméis las Leyes de Agricultura y agraria, en el sentido de extinguir los ejidos. Casi sólo en Honduras ha quedado ese antiguo sistema de distribuir la tierra. Los ejidos, como bien lo comprenderéis, son una rémora para el desarrollo de la propiedad agrícola. Nada estimula tanto al agricultor […] como la idea de considerarse dueño y señor de una heredad, con la plenitud de su derecho para disponer a su antojo cuando y como le convenga de la porción de tierra que cultiva. [..] Se ha querido halagar a los pueblos y se ha desarrollado el localismo, enervador de toda fórmula de progreso. Hay que favorecer al industrial, al que trabaja, al que tiene capital y aptitudes para las grandes empresas y dominar el egoísmo, la mezquindad, que sólo han debido echar raíces en la infancia de los pueblos
.”

Una opinión muy distinta tenía el Gobernador Departamental de Ocotepeque, Jesús Arita, quien en 1912 apuntó que las clases menesterosas, “sin ejidos se verían obligadas a tomar terrenos arrendados o a pagar el terraje para sembrar los granos de primera necesidad, causa por la cual, en muchos casos se ven obligados a emigrar”
. 
Los aspectos de las relaciones desiguales de poder que determinaban el control de los ejidos son difíciles de precisar. ¿Eran los ejidos un sustento para las clases pobres como aseguraba el Gobernador Político de Ocotepeque en 1912 o se constituían en otro medio más de las élites locales para organizar estructuras inequitativas del reparto de la riqueza y de sometimiento, tal y como denunciaban Marco Aurelio Soto en 1906?
Hasta ahora solo he examinado un indicador: el ejido y su asociación con la gran o pequeña propiedad. Los datos del censo de 1915 indican que en todo el Occidente existían 12 fincas de más de 100 manzanas bajo régimen ejidal, la mayoría en el departamento de Santa Bárbara. Solo un 17% de la propiedad ejidal, en el año 1915, estaba organizada en grandes fincas, con más de 100 manzanas de superficie. Por el contrario, el ejido en departamentos como La Paz, estaba distribuido entre un gran número de fincas, con un promedio de 12 manzanas de extensión. El ejido era, en consecuencia, un régimen de propiedad más asociado a las pequeñas-medianas explotaciones con mano de obra familiar que a la gran propiedad, salvo en zonas concretas de Santa Bárbara. Esto todavía no es suficiente para determinar el efecto atenuante del ejido en la desigualdad de distribución de la tierra y el poder. Aunque apunta a que el ejido hacía viable un acceso más amplio a la tierra por parte de los agricultores. Lo que no es hecho suficiente para señalar que, en torno a esa distribución en pequeñas-medianas explotaciones, no existieran otros entramados sociales indicativos de algún tipo de control social por terratenientes o élites locales sobre los pequeños-medianos agricultores.

Con el transcurso de los años, siguiendo el ideal expuesto por la carta de Soto, los gobiernos parecieron convencerse cada vez más de la idoneidad del lote de familia para garantizar el equilibrio de las fuerzas sociales. Y quizás, con el tiempo, se pensó que lo mejor era que estos lotes se concedieran en zonas alejadas de los puntos donde aumentaba la presión de la población sobre la tierra.  

La concesión de lotes de familia incluso se aplicó en zonas de crecimiento urbano, en las que la aparición de una clase desposeída preocupaba a los gobernantes. El decreto del 17 de febrero de 1941 declaró que todas las tierras nacionales del municipio de San Pedro Sula serían destinadas a la lotificación familiar. Los considerandos parecen revelar una creciente ocupación ilegal de tierras por campesinos sin tierras y el temor de las élites a reacciones violentas: 

  “es de inaplazable necesidad destinar a lotes de familia las porciones de tierras baldías nacionales que aún existen en el municipio de San Pedro Sula, por cuanto el constante aumento de población y la escasez de tierras de labor aumentan cada vez más las ocupaciones violentas o clandestinas de la propiedad privada de esa tierra […] de retardar esta medida no habría posibilidad alguna de arraigo de muchas familias que o bien pagan altos arrendamientos o vagan de predio en predio, buscando solucionar el problema de su subsistencia”
.
Pese a estas preocupaciones, la concesión de lotes de familia no fue una política de reforma sino de colonización de zonas poco pobladas. En Occidente apenas se concedieron lotes de familia. Y donde se hizo fue en terrenos que abandonaron las compañías bananeras en la década de 1940
. 
Los gobiernos no se atrevieron a sentenciar la desaparición del ejido por medios directos. Como se vio en la exposición de la legislación del periodo, hubo dudas y los ejidos quedaron más o menos protegidos de las reparticiones de lotes de familia hasta la Constitución de 1936 del gobierno de Carías que permitía su uso para este tipo de concesiones
.
Los gobiernos liberales del último cuarto del siglo XIX no diseñaron una política agraria coherente para fomentar la agricultura familiar y en su lugar facilitaron que empresarios agrícolas acumularan extensas propiedades. Si en algún momento se pensó en proyecto colonizadores basados en el modelo farmer estadounidense, esto se hizo teniendo en mente que sólo podría realizarse atrayendo la inmigración extranjera. No se confiaba del todo en la capacidad endógena de la agricultura hondureña para empujar el carro del progreso. La geografía o naturaleza era vista como el principal obstáculo. No se trataba de una versión racialista bien elaborada de la inferioridad del hondureño, al mejor estilo del darwinismo-spenceriano –aunque se identifica algún barrunto de esto –sino de una cuestión demográfica por lo reducido de la población ante un territorio que se presentaba todavía en el siglo XIX como una formidable barrera para el progreso, una inhóspita tierra por conquistar y colonizar
. 
Conclusión

A grandes rasgos puede establecerse que la legislación de Honduras del último tercio del siglo XIX de la Reforma Liberal, conducente a organizar la producción agrícola y la propiedad de la tierra, fue muy clara en señalar el privilegio que tenía la agricultura de exportación y los grandes empresarios agrícolas para ocupar tierras que en teoría no eran enajenables, como los ejidos municipales. 

Las leyes de 1895, 1898, 1924 y 1936 cambiaron la vía de privatización del decreto de 1877, manteniendo solo en apariencia el carácter inalienable de los ejidos. La de 1898 introdujo el derecho, seguido por las posteriores leyes, de compra y titulación para los vecinos de los municipios. 

De esta trayectoria puede concluirse que la Reforma Liberal de 1876 escogió, al emitir el Decreto del año 1877, una opción más cercana al “liberalismo radical” que al “liberalismo moderado” en materia de privatización de tierras. No es sino hasta 1898 que una ley estableció una privatización descentralizada, ejecutada por las municipalidades, y hasta 1924 no se identifica un artículo que impidiera la concentración de la propiedad en pocas manos, definiendo así una clara preferencia del Estado por la agricultura familiar. Esto último nos lleva a sugerir que el “liberalismo moderado” fue posterior a la fecha de partida de los procesos de reforma liberal, con lo que tendría que replantearse la coyuntura crítica descrita en el esquema de Mahoney
. O podría verse también como un fenómeno gradual o procesual. 
La tesis del “liberalismo moderado” de Mahoney tiene sentido si se considera que, a nivel comparativo, el Estado hondureño no estuvo empeñado en construir un aparato militar institucionalizado para controlar la mano de obra y someter a las comunidades a una agresiva legislación desamortizadora, dejando el proceso de enajenación en manos de los gobiernos municipales, con lo que el proceso adquirió características muy irregulares. Esto, más la legislación de lotes de familia, comprueba que el Estado buscó el crecimiento de la propiedad privada agrícola de tipo familiar, aunque no a costa de la gran propiedad. Tampoco abandonó una política paralela de apoyar a la gran plantación de agricultura industrial en manos del capital extranjero. 
En el período de 1876 a 1924 la legislación iba encaminada a promover más la empresa agrícola que la agricultura familiar. Después de 1924 coexistió una política de favorecer a la gran plantación y otra a favor de la pequeña-mediana, a través de la concesión de lotes familiares, pero esto último sólo como parte de una estrategia de colonización agrícola que sirviese de válvula de escape para las crecientes tensiones sociales que parecía provocar el aumento de la presión demográfica sobre la tierra en las regiones con una larga trayectoria de agricultura intensiva.  El proyecto farmer fue concebido para colonizar áreas despobladas y, aun en algunas de éstas, los intentos fueron más bien tímidos y solo se hicieron notables cuando la plantación industrial bananera, doblegada por las epifitias, abandonó vastas áreas. 
Cuadro No.1 Regímenes de propiedad en el Occidente de Honduras 1914-1915

	Departamento
	Número de Fincas
	Área total (Hectáreas)
	Tierras ejidales (Hectáreas)
	%
	 Tierras particulares (Hectáreas)
	%

	Copán
	255
	4,101
	1,742
	42.5%
	2,359
	47.5%

	Intibucá
	76
	670.5
	621
	92.7%
	49.5
	7.3%

	La Paz
	89
	765.5
	700
	91.4%
	65.5
	8.6%

	Gracias
	68
	846
	716
	84.6%
	130
	15.4%

	Ocotepeque
	58
	1,886
	125
	6.6%
	1,761
	93.4%

	Santa Bárbara
	322
	7,019
	4,267
	60.7%
	2,752
	39.3%

	Total
	868
	15,288
	8,171
	53.5%
	7,117
	46.5%


Fuente: Elaborado con base en ANH. Memoria del Secretario de Estado en el despacho de Fomento, Obras Públicas y Agricultura, año fiscal 1914-1915. Tegucigalpa, S.E., 1915, pp. 40-58 y 92-110
Cuadro No. 2 Regímenes de propiedad en el Occidente de Honduras, 1952
	Departamento
	 Particular
	Ejidal
	Arrendamiento
	Aparcería
	Colonato
	Propiedades ocupadas

	Copán
	61%
	30.3%
	4.4%
	1.1%
	0.8%
	2.4%

	Intibucá
	40%
	54.7%
	3.9%
	0.1%
	0.4%
	0.6%

	La Paz
	19.2%
	77.6%
	1.6%
	0.5%
	0.6%
	0.5%

	Lempira
	40.1%
	54.1%
	4.6%
	0.1%
	0.1%
	1%

	Ocotepeque
	71%
	23.5%
	3.7%
	0.4%
	1.3%
	0.1%

	Santa Bárbara
	54.5%
	33.4%
	5.2%
	2.2%
	0.7%
	4%

	Promedios
	47.6%
	45.6%
	4%
	0.8%
	0.6%
	1.4%


Fuente: Elaborado con base en Primer Censo Agropecuario 1952, San Salvador, El Salvador, Ministerio de Gobernación/Dirección General de Censos y Estadísticas, 1954, p. 37. 
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